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MATERIA COMÚN 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019642  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.12o.C.27 K (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA. SI SE DETECTA ALGUNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS QUE 
NORMAN EL PROCEDIMIENTO, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE 
ATENDER DE OFICIO Y DE FORMA PRIORITARIA ESE ASPECTO, PARA ASEGURAR 
EL CORRECTO DESARROLLO DEL PROCESO (INTERPRETACIÓN SISTÉMICA DE 
LOS ARTÍCULOS 103 Y 93, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO). 
 
La reposición del procedimiento prevista en el artículo 103 de la Ley de Amparo, tiene por 
objeto que el proceso se desenvuelva correctamente. Así, al relacionarse ese punto con la 
obligación que tienen los Tribunales Colegiados de Circuito en el recurso de revisión, de 
analizar cuando existiere alguna acción u omisión que hubiese violado las reglas del 
procedimiento; en caso de que éstas trascendieran al resultado del fallo, se revoque la 
sentencia y se reponga el procedimiento para subsanar esa cuestión, en términos del 
artículo 93, fracción IV, de la propia ley; se observa que ambos preceptos tienden a vigilar 
el desarrollo del proceso. En este sentido, la interpretación sistémica de ambos permite 
establecer que cuando dentro del recurso de queja se detecte alguna violación a las reglas 
que norman el procedimiento, el Tribunal Colegiado de Circuito debe atender de oficio y de 
forma prioritaria ese aspecto, ya que no habría razón para considerar que dicho recurso 
deba pasar por alto una circunstancia de esa naturaleza que pueda trascender al resultado 
del fallo, pues sólo así podría asegurarse el correcto desarrollo del proceso. Por tanto, en 
la queja debe privilegiarse el estudio sobre las etapas del procedimiento, como sucede en 
el recurso de revisión dado que, en caso de no hacerlo, ello podría obstaculizar el derecho 
de acceso efectivo a la justicia, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; debido a que se dejaría de atender si el desahogo del proceso 
fue irregular, que es lo que tiende a evitar la última parte del artículo 103 citado. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Queja 294/2018. Ricardo Zayas Custodio. 6 de diciembre de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Lidia Verónica Guerrero Quezada. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019641  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVI.2o.A.1 K (10a.)  
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD PREVISTO EN LAS FRACCIONES I A III DEL 
ARTÍCULO 201 DE LA LEY DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR 
LA AUTORIDAD RESPONSABLE CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO 
QUE DECLARA FUNDADA LA DENUNCIA DE REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO. 
 
El recurso señalado es el medio procesal para solicitar el examen de la resolución que 
define el estado en que se encuentra el cumplimiento y la ejecución de la sentencia que 
otorgó la protección constitucional; sin embargo, de conformidad con el artículo 202 de la 
propia ley, ese recurso está reservado para el quejoso, el tercero interesado, quien 
promueva la denuncia de repetición del acto reclamado o la persona extraña a juicio que 
resulte afectada por el cumplimiento o la ejecución del fallo. Por tanto, las autoridades 
responsables carecen de legitimación para interponerlo; de ahí que sea improcedente 
cuando éstas pretendan controvertir la resolución del Juez de Distrito que declara fundada 
la denuncia de repetición del acto reclamado, aunado a que el precepto indicado no prevé 
ese supuesto y, por su naturaleza, es imposible efectuar una interpretación para estimarlo 
así, ya que dicha determinación no es definitiva, pues acorde con el artículo 199 del 
ordenamiento citado, cualquier inexactitud o irregularidad cometida en su dictado, debe 
analizarse oficiosamente en la instancia siguiente por un Tribunal Colegiado de Circuito y, 
en su caso, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, donde la responsable podrá 
alegar lo que estime conducente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SEXTO CIRCUITO. 
 
Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 23/2018. Secretario de la Defensa Nacional. 15 de febrero de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Arturo González Padrón. Secretaria: Alba Córdova Tapia. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019638  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XV.3o. J/3 (10a.)  
 
PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O CONVENCIONALIDAD DE 
UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE 
UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN 
MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. SÓLO DEBE PUBLICARSE LA PARTE 
CONSIDERATIVA QUE ABORDE ESE ANÁLISIS. 
 
Conforme al párrafo segundo del artículo 73 de la Ley de Amparo, al Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se adiciona el similar que establece 
las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales 
relativo a la publicidad de proyectos de sentencia tratándose de resoluciones sobre la 
constitucionalidad o convencionalidad de una norma general y amparos colectivos, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de junio de 2017, y a la jurisprudencia 
P./J. 53/2014 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, únicamente 
debe publicarse la parte considerativa de la sentencia que aborde el análisis de 
constitucionalidad o convencionalidad de una norma general, o bien, se realice la 
interpretación directa de un precepto constitucional o de un tratado internacional en materia 
de derechos humanos, sin que deban incluirse en la publicación los temas relacionados con 
la legalidad del acto reclamado, pues de publicarse íntegramente el proyecto de sentencia 
se daría conocimiento de la totalidad del proyecto y no sólo de las cuestiones referidas, lo 
que no fue la intención del legislador, máxime que ese supuesto se presta para que con el 
fin de conocer el sentido total del proyecto, el quejoso o recurrente incluya en su demanda 
alguna de esas temáticas ampliando la publicidad a todos los casos. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 176/2018. 27 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gerardo Manuel Villar Castillo. Secretario: Felipe Yaorfe Rangel Conde. 
 
Amparo directo 246/2018. María Esther Valdés González. 31 de octubre de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Manuel Villar Castillo. Secretaria: Dinora Ivette del 
Prado Aros. 
 
Amparo directo 318/2018. Transmex Inc, S.A. de C.V. 31 de octubre de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: Gerardo Manuel Villar Castillo. Secretario: Felipe Yaorfe Rangel Conde. 
 
Amparo directo 493/2018. Vianca Susana García Álvarez. 17 de enero de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán. Secretario: Héctor 
Gabriel Tanori González. 
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Amparo directo 500/2018. Blanca Estela Lara Garibay. 24 de enero de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán. Secretario: Héctor Gabriel Tanori 
González. 
 
Nota: El Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se 
adiciona el similar que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa 
de los órganos jurisdiccionales, relativo a la publicidad de proyectos de sentencia 
tratándose de resoluciones sobre la constitucionalidad o convencionalidad de una norma 
general y amparos colectivos citado, aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 3079. 
 
La tesis de jurisprudencia P./J. 53/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PROYECTOS DE 
RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS 
EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE 
UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN 
PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE 
DERECHOS HUMANOS." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 14 de noviembre de 2014 a las 9:20 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, Tomo I, noviembre de 2014, 
página 61. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 08 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019637  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.12o.C.125 C (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. LA SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 
QUE ORDENA LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO, AL SEGUIRSE REALIZANDO 
LOS DESCUENTOS POR EL MONTO DE AQUÉLLA, QUE ES MAYOR A LA 
DEFINITIVA, CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. 
 
El artículo 107, fracciones III y V, de la Ley de Amparo, en relación con el numeral 107, 
fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ha sido 
interpretado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que 
para que los actos reclamados puedan calificarse de imposible reparación, necesitan 
producir una afectación material a los derechos sustantivos tutelados en la Constitución 
Federal o en los tratados internacionales en materia de derechos humanos, y no 
únicamente que produzcan una lesión formal o adjetiva que no necesariamente llegará a 
trascender al resultado del fallo. En este sentido, señaló que el legislador precisó dos 
condiciones para la procedencia del amparo en estos casos: a) Que los actos "afecten 
materialmente derechos"; y, b) Que esos derechos revistan la categoría de "sustantivos", 
es decir, que se encuentren tutelados en la Constitución Federal o en los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos. Por regla general, estas características 
no las reúne la resolución de segunda instancia que revoca la de primera y ordena reponer 
el procedimiento por error en la sustanciación del juicio, toda vez que tiene efectos 
meramente procesales o adjetivos. Sin embargo, en la contradicción de tesis 97/2015, la 
Segunda Sala del Alto Tribunal aclaró que dicha regla no es absoluta, pues no puede 
soslayarse que habrá casos en los que los efectos de una reposición del procedimiento sí 
pueden afectar derechos sustantivos que ameriten un análisis inmediato mediante el juicio 
de amparo, por lo que el análisis de su procedencia contra este tipo de resoluciones implica 
un examen ponderado sobre los efectos concretos y específicos que produce el 
procedimiento, tanto en las cosas como en las personas. Por tanto, es tarea del juzgador 
de amparo analizar en cada caso, si la consecuencia producida en el procedimiento, 
constituye o no un acto de imposible reparación para efectos de la procedencia del juicio 
de amparo. En este contexto, si el acto reclamado afecta derechos fundamentales del 
deudor alimentario, al disponerse de los frutos de su trabajo y de sus bienes, reconocidos 
en los artículos 5o. y 123 constitucionales, derivado de una resolución que repuso el 
procedimiento, al seguirse realizando los descuentos a su fuente de ingresos por el monto 
de la pensión provisional, que es mayor a la definitiva, y cuyos efectos materiales sólo 
pueden dejar de producirse cuando la pensión definitiva ya sea susceptible de ejecución, 
en tanto que los alimentos son de tracto sucesivo e indispensables para su subsistencia, 
ello tiene efectos de imposible reparación. De ahí que esta afectación al quejoso no se 
destruye por el solo hecho de obtener una sentencia definitiva favorable a sus pretensiones 
en el juicio, pues las cantidades que pagará por concepto de pensión alimenticia provisional 
se destinarán a cubrir las necesidades alimentarias de los acreedores, lo que significa que 
serán consumidas y no se le podrán reintegrar, aun cuando obtuviera una sentencia 
absolutoria o se fijara de nuevo como pensión alimenticia definitiva una cantidad menor, 
toda vez que es criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
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que no procede la devolución de las cantidades descontadas al deudor alimentario, a pesar 
de que el acreedor no demuestre en el juicio la necesidad de recibirlas o se haya disminuido 
el monto de la pensión alimenticia, como lo justificó en la jurisprudencia 1a./J. 42/2011, de 
rubro: "ALIMENTOS PROVISIONALES. NO PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DE LAS 
CANTIDADES DESCONTADAS AL DEUDOR, AUN CUANDO EL ACREEDOR NO 
DEMOSTRÓ EN EL JUICIO LA NECESIDAD DE RECIBIRLAS.". De esta manera, la 
resolución de segunda instancia que ordena la reposición del procedimiento afecta en forma 
presente el ejercicio del derecho a recibir un salario y a la propiedad, tutelados en la 
Constitución Federal, aun antes del dictado del fallo definitivo, pues la afectación no 
depende de éste, ya que aun obteniendo un fallo favorable a sus intereses, la afectación 
real y actual que sufre el quejoso quedará materializada y no es susceptible de repararse; 
de modo que ese acto tiene el carácter de imposible reparación y debe ser materia de 
análisis constitucional. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 373/2018. 6 de diciembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretario: Hugo Alfonso Carreón Muñoz. 
 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 97/2015 
citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de 
agosto de 2016 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 1151. 
 
La tesis de jurisprudencia 1a./J. 42/2011 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 
33. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019636  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.2o.C.9 K (10a.)  
 
NOTARIO PÚBLICO. ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO 
CUANDO OMITE ENTREGAR LA ESCRITURA CORRESPONDIENTE A LA PARTE 
INTERESADA DEBIDAMENTE INSCRITA EN EL INSTITUTO DE LA FUNCIÓN 
REGISTRAL. 
 
El artículo 5o., fracción II, de la Ley de Amparo establece que son partes en el juicio de 
amparo, entre otras: "La autoridad responsable, teniendo tal carácter, con independencia 
de su naturaleza formal, la que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, 
modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria; u omita el acto 
que de realizarse crearía, modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas. Para los 
efectos de la propia ley, los particulares tendrán la calidad de autoridad responsable cuando 
realicen actos equivalentes a los de autoridad, que afecten derechos en los términos de 
esta fracción y cuyas funciones están determinadas por una norma general.". En cuanto a 
la naturaleza de la autoridad se ha reconocido con ese carácter a los organismos 
descentralizados; una de sus categorías son la descentralización por colaboración en 
donde el Estado autoriza o delega a un particular el ejercicio de una actividad que 
originariamente le corresponde, lo que acontece con la fe pública, por lo que, desde una 
perspectiva organicista, el notario público es un organismo descentralizado por 
colaboración. Por otra parte, de la regulación integral de la Ley del Notariado, se advierte 
que el particular primero debe tener el carácter de aspirante a la función notarial, luego 
obtener el nombramiento de notario y colegiarse obligatoriamente para realizar sus 
funciones, además, entre otros requisitos, debe rendir protesta de ley, otorgar depósito en 
efectivo ante el colegio, proveerse a su costa del protocolo y sello de autorizar y su firma. 
Esto último es muy importante, porque la unilateralidad del acto del notario se manifiesta, 
precisamente, cuando coloca su sello y firma autorizando o no, con la razón de "no pasó", 
en las actas y escrituras correspondientes de su protocolo, y que significa la aprobación por 
el notario del acto o hecho jurídico pasado ante su fe, lo que es independiente de la relación 
de coordinación por la que los particulares solicitan su actuación, en virtud de que el 
autorizar o no un instrumento notarial, es un acto de supra a subordinación, de carácter 
obligatorio y sustentado en una norma general, como la Ley del Notariado y que puede 
crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas en beneficio o perjuicio de los gobernados. 
Además, el acto impugnado es equivalente a un acto de autoridad, porque si bien el notario, 
en un principio es contratado por el particular para dar fe de un acto o hecho jurídico, lo 
cierto es que su actuación central es autorizar o no, con su sello y firma, el instrumento 
notarial respectivo, para lo cual no incide en la voluntad del particular, pues no obstante que 
el notario fue contratado, puede no autorizar la escritura o el acta correspondiente y, desde 
esa óptica, está actuando frente al particular en un plano de supra a subordinación, dado 
que este último tiene que acatar la decisión unilateral del notario, de autorizar o no el 
instrumento, lo que lleva a cabo con apoyo en una normativa general (Ley del Notariado y 
legislación aplicable al caso concreto), por sí y ante sí, sin necesidad de que alguna 
autoridad homologue su determinación, con un efecto de imperium, porque su decisión está 
investida de fe pública (que originariamente corresponde al Estado, quien se la delega) y 
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con la consecuencia de que esa autorización de la escritura o del acta, crea, modifica o 
extingue situaciones jurídicas a favor o en detrimento de un particular. Estas notas 
distintivas se actualizan, en la especie, porque el notario autorizó la escritura y, la 
consecuencia jurídica era inscribirla en el Instituto de la Función Registral y entregar al 
comprador el testimonio correspondiente pero, si no lo hace, es una omisión equivalente a 
un acto de autoridad y, por ende, impugnable en el juicio de amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 166/2018. 4 de octubre de 2018. Mayoría de votos. Disidente: Noé 
Adonai Martínez Berman. Ponente: Juan Carlos Ortega Castro. Secretario: Miguel Isaí 
Martínez Campuzano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019629  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. XXVII/2019 (10a.)  
 
EMBARGO PRECAUTORIO. AUNQUE SE TRATA DE UNA MEDIDA PRECAUTORIA, 
NO LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS Y REQUISITOS EXIGIDOS PARA EL 
OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. 
 
Las medidas precautorias son providencias solicitadas por una de las partes al Juez, ya sea 
antes o durante el juicio, para evitar cambios que perjudiquen la acción ejercida; por ende, 
su finalidad es mantener una situación jurídica determinada, además de servir en algunos 
casos como garantía. Las modalidades en que estas medidas pueden manifestarse son 
diversas, pues ello depende tanto del tipo del procedimiento de que se trate (aspecto 
objetivo) como de la finalidad pretendida mediante la propia medida (aspecto subjetivo). 
Ahora bien, el embargo precautorio o su ampliación ordenado en términos de los artículos 
384 y 389 del Código Federal de Procedimientos Civiles, constituye una medida precautoria 
dictada con motivo de juicios en los que se resuelven aspectos de mera legalidad –en los 
cuales las partes comparecen en una situación equiparable entre sí y, por tanto, en un plano 
de igualdad– cuya finalidad es evitar que el demandado en un juicio dilapide, oculte, simule 
o haga desaparecer los bienes y derechos que tiene a su favor para evitar la ejecución de 
una sentencia condenatoria. Por su parte, la suspensión en el juicio de amparo también es 
una medida precautoria o cautelar, pero derivada de un juicio de naturaleza constitucional 
y en el cual las partes no acuden en un plano de igualdad, sino dentro de una relación de 
supra a subordinación, cuya finalidad es evitar que el juicio de amparo quede sin materia 
ante la ejecución de los actos reclamados, o bien, que se materialice una afectación de 
difícil o imposible reparación para el quejoso. A partir de lo anterior se concluye que ambas 
medidas están referidas a juicios de naturaleza jurídica distinta y que su finalidad en uno y 
otro casos también es diferente, por lo que los requisitos y principios aplicables para el 
otorgamiento de la suspensión en el juicio de amparo (como el estudio de la apariencia del 
buen derecho y el peligro en la demora) no son exigibles para ordenar la constitución del 
embargo o su ampliación. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 879/2018. Laboratorios Cryopharma, S.A. de C.V. 13 de febrero de 
2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
  



 10 

Época: Décima Época  
Registro: 2019627  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (IX Región)1o.5 C (10a.)  
 
DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. SI SE IMPUGNA LA DECLARACIÓN 
DEL JUEZ, DE NEGARSE A CONOCER DE UN ASUNTO EN ESTA MATERIA, POR 
CONSIDERARSE INCOMPETENTE, DEBE AGOTARSE, PREVIO AL AMPARO, EL 
RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 14 DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
 
Cuando se impugna la declaración del Juez, de negarse a conocer de un asunto de 
jurisdicción voluntaria tramitada en materia federal, por considerarse incompetente, es 
necesario agotar el recurso de apelación previsto en el artículo 14 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, previamente a la interposición del juicio de amparo, toda vez que 
aquella decisión no puede estimarse irrecurrible al tenor del diverso artículo 535, porque no 
es propiamente una resolución a las que se refiere este numeral, ya que no se está 
decidiendo ninguna cuestión relativa a la jurisdicción voluntaria, sino se está ventilando lo 
relativo a un presupuesto procesal –competencia– que se rige por sus propias reglas 
específicas, las cuales son las que priman para definirla y resolverla, y no así las 
disposiciones legales que regulan el procedimiento de la jurisdicción voluntaria hasta su 
resolución, pues por más que estas últimas disposiciones aparezcan como un 
procedimiento especial, tanto éste como los contenciosos se deciden salvada la 
competencia para dirimirlos. Sin que pueda estimarse, de modo alguno, que las reglas 
específicas de la competencia que se prevén en los artículos 12 a 38 de la legislación 
adjetiva civil federal citada, rigen única y exclusivamente cuando se tramiten asuntos 
contenciosos, ya que éstos regulan qué porción de jurisdicción corresponde a los juzgados 
cuando conozcan de "asuntos civiles", no sólo cuando se trata de aquellos en que exista 
controversia entre las partes, sino también respecto de aquellos que no sean litigiosos, 
como se confirma con lo dispuesto por el artículo 24, fracción VIII, del código invocado al 
señalar expresamente acerca de la competencia territorial de los tribunales, para conocer 
de los actos de jurisdicción voluntaria. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
NOVENA REGIÓN. 
 
Amparo en revisión 399/2018 (cuaderno auxiliar 36/2019) del índice del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas. 
8 de febrero de 2019. Mayoría de votos. Disidente: Juan Gabriel Sánchez Iriarte. Ponente: 
Guillermo Alberto Hernández Segura. Secretaria: Karen Oviedo Castañeda. 
 
 
Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción 
de tesis 65/2019, pendiente de resolverse por la Primera Sala. 
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Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019623  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. XXV/2019 (10a.)  
 
CESACIÓN DE EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO. NO SE ACTUALIZA DICHA 
CAUSAL DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO ESTÁ PENDIENTE 
DE RESOLVERSE EL RECURSO DE REVISIÓN Y, EN CUMPLIMIENTO DE LA 
SENTENCIA DICTADA POR EL JUEZ DE DISTRITO, LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
VARÍA EL SENTIDO DEL ACTO DE APLICACIÓN. 
 
Es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que el vicio de inconstitucionalidad 
atribuido a una norma no depende de la interpretación hecha en el acto de aplicación, sino 
del contenido propio de la norma, lo que obliga a analizar los argumentos contra el precepto 
específico, al margen de que el acto de aplicación reclamado sea o no modificado. En este 
contexto, cuando el quejoso acude al juicio de amparo para reclamar la inconstitucionalidad 
de una norma que le fue aplicada mediante un acto concreto y, mientras está pendiente de 
resolverse el recurso de revisión, la autoridad responsable emite un nuevo acto (en 
cumplimiento de la sentencia de amparo dictada por el a quo) en el que varía el sentido del 
acto de aplicación reclamado, no se actualiza la causa de improcedencia prevista en el 
artículo 61, fracción XXI, de la Ley de Amparo, ya que si bien se modifica el sentido de ese 
acto, lo cierto es que ello se realiza estando sub júdice el pronunciamiento de 
constitucionalidad contenido en la sentencia de amparo, lo cual impide dar cumplimiento a 
una sentencia que no ha adquirido firmeza.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 750/2018. Teódulo Rojas Flores. 9 de enero de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019620  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.7o.A.5 K (10a.)  
 
AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE AMPARO. 
ESTÁ LEGITIMADO PARA INTERPONER EL RECURSO DE QUEJA CONTRA EL AUTO 
QUE RESUELVE SOBRE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL, INCLUSO, SI EL JUEZ DE 
DISTRITO LE NEGÓ EL RECONOCIMIENTO DE ESE CARÁCTER, AL CONSIDERAR 
QUE NO SE ENCONTRABA INSCRITO EN EL SISTEMA COMPUTARIZADO PARA EL 
REGISTRO ÚNICO DE PROFESIONALES DEL DERECHO, ANTE LOS TRIBUNALES 
DE CIRCUITO Y JUZGADOS DE DISTRITO, SIEMPRE QUE DE LA CONSULTA 
CORRESPONDIENTE EL ÓRGANO REVISOR ADVIERTA LO CONTRARIO. 
 
El precepto citado, en lo que interesa, faculta al quejoso para designar a un autorizado, 
cuyas atribuciones son realizar cualquier acto en defensa de sus intereses, como lo es la 
interposición de recursos. Por tanto, si el quejoso promueve su demanda y en ella designa 
a un autorizado en los términos indicados, éste puede interponer el recurso de queja contra 
el auto que resuelve sobre la suspensión provisional, incluso si el a quo le negó el 
reconocimiento de ese carácter, al considerar que no se encontraba inscrito en el Sistema 
Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho, ante los Tribunales 
de Circuito y Juzgados de Distrito, el cual tiene por objeto que, una vez ingresados los datos 
de la cédula profesional de licenciado en derecho, surta efectos para esos órganos 
jurisdiccionales. Lo anterior, siempre que de la consulta que realice a ese sistema el tribunal 
revisor advierta lo contrario, pues la información ahí contenida es un hecho notorio, 
conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo. Esto es así, porque la legitimación de quien recurre deviene 
de la voluntad del quejoso y no del reconocimiento del juzgador; considerar lo contrario, 
significaría obligar a aquél a que interponga un diverso recurso de queja para que se 
resuelva lo relativo a esa designación y así su autorizado pueda recurrir lo referente a la 
medida cautelar, ya que por los plazos previstos en la legislación de amparo, a la postre 
resultaría extemporánea su impugnación e, incluso, podría quedar sin materia, lo que se 
traduce en mermar las posibilidades de defensa del quejoso ante un acto trascendente, 
como lo es la decisión correspondiente a la medida cautelar, todo lo cual vulneraría el 
derecho a la tutela judicial efectiva, contenido en el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO. 
 
Queja 48/2019. Carlos Valentín Calvillo Ramírez. 30 de enero de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Moisés Muñoz Padilla. Secretaria: Socorro Villarreal Gómez.  
 
Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 
1a./J. 131/2009, de título y subtítulo: "AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL 
ARTÍCULO 27 DE LA LEY DE AMPARO. ESTÁ LEGITIMADO PARA INTERPONER 
RECURSO DE REVISIÓN CONTRA EL AUTO QUE DESECHA LA DEMANDA, AUN 
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CUANDO EL JUEZ DE DISTRITO NO LE HAYA RECONOCIDO ESE CARÁCTER.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXI, marzo de 2010, página 13. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019619  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XVII.1o.P.A.84 P (10a.)  
 
ASEGURAMIENTO DE TELÉFONO MÓVIL Y SU MICROCHIP DECRETADO EN UNA 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. SI SE RECLAMA EN AMPARO INDIRECTO, Y SE 
ADVIERTE QUE NO EXISTE AUTORIZACIÓN JUDICIAL PARA INTERVENIR LAS 
COMUNICACIONES PRIVADAS QUE, EN SU CASO, SE CONTENGAN EN ESOS 
APARATOS, PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA PARA EL EFECTO 
DE QUE NO SEAN EXTRAÍDAS, ENTREGADAS O DIVULGADAS, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE DICHA CARPETA SE ENCUENTRE JUDICIALIZADA. 
 
El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone como 
límite para la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, su intervención, previa 
autorización exclusiva por parte de la autoridad judicial federal, a petición de aquella que 
faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, sin 
hacer distinción si se trata de personas sujetas a investigación, por lo que en aplicación del 
principio de derecho que afirma "donde la ley no distingue, no hay por qué distinguir", no 
existe argumento válido para restringir los derechos fundamentales a cualquier persona, 
por el solo hecho de estar detenido. En este sentido, si al momento de la detención se 
advierte que trae consigo un teléfono celular, está facultada para decretar el aseguramiento 
de ese objeto y solicitar al Juez la intervención de las comunicaciones privadas, como lo 
describe el precepto constitucional mencionado; de manera que si esa actividad se realiza 
sin que exista autorización judicial, cualquier prueba que se extraiga, o bien, la que derive 
de ésta, será considerada ilícita y no tendrá valor. En otro aspecto, conforme a las reglas 
establecidas en el artículo 147 de la Ley de Amparo, es posible otorgar la suspensión, 
incluso al grado de restablecer provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado 
mientras se dicta sentencia en el cuaderno principal. Consecuentemente, si se reclama el 
aseguramiento de un teléfono móvil y su microchip decretado en una carpeta de 
investigación, sin que de autos se advierta que existe autorización judicial para intervenir 
las comunicaciones privadas que, en su caso, se contengan en esos aparatos, no obstante 
ya encontrarse judicializada la carpeta de investigación, procede conceder la suspensión 
definitiva para el efecto de que no sea extraída ni entregada por ningún medio, ni tampoco 
divulgada, la información contenida en el equipo telefónico y en el microchip, hasta que la 
autoridad responsable reciba la notificación de la sentencia ejecutoriada que se dicte en el 
cuaderno principal del cual derive la incidencia; en la inteligencia de que, de haberse 
efectuado esos actos de extracción, entrega por algún medio o divulgación de la 
información, deberán dejarse sin efectos dichas actuaciones, no dárseles valor probatorio 
alguno y retrotraer los efectos de la suspensión otorgada. Lo anterior, tiene como finalidad 
favorecer, desde la labor jurisdiccional de amparo, una cultura de respeto a los derechos 
fundamentales conforme al artículo 1o., párrafo tercero, de la Constitución Federal, que 
debe imperar tanto en los juicios de amparo como en el incidente de suspensión, con el fin 
de evitar, en la medida de lo posible, abusos, excesos o conflictos que eventualmente 
pueden suscitarse en las relaciones de los gobernados con las autoridades, en cada 
situación concreta que llegue al conocimiento de los órganos de amparo en los términos 
expuestos. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 411/2018. 31 de enero de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Martín Hernández Simental. Secretaria: Rosalba Salazar Luján. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019616  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XXX/2019 (10a.)  
 
AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA SE 
INTERRUMPE CUANDO POR ERROR SE PLANTEÓ EN LA VÍA INDIRECTA ANTE EL 
JUEZ DE DISTRITO. 
 
De la interpretación constitucionalmente válida del artículo 176, segundo párrafo, de la Ley 
de Amparo se concluye que la regla según la cual la presentación de la demanda ante 
autoridad distinta de la responsable no interrumpe los plazos que para su promoción 
establece esa ley, se actualiza en el caso de una demanda de amparo planteada en la vía 
directa, mas no cuando el quejoso equivoca la vía y presenta su demanda como amparo 
indirecto ante el Juez de Distrito, pues esta última hipótesis, igual que ocurre con una 
demanda de amparo indirecto presentada en la vía directa, se resuelve en los artículos 45 
y 47 de la misma ley mediante la reconducción de la vía y el envío de la demanda ante el 
órgano competente, lo cual supone que su presentación se tiene por válida y susceptible 
de interrumpir el plazo respectivo por hacerse bajo las reglas del juicio de amparo que se 
creyó procedente. Así, equiparar el caso de un juicio de amparo tramitado erróneamente 
en la vía indirecta con el supuesto normativo del artículo 176 citado, sobre la presentación 
de la demanda de amparo directo ante autoridad distinta de la responsable, no sólo resulta 
en una interpretación que contraviene la unidad y coherencia de la Ley de Amparo, sino 
que también atenta contra los derechos de acceso a la justicia y a un recurso efectivo, 
porque impone al justiciable la carga excesiva de no errar en la determinación de la vía 
procedente cuyo incumplimiento puede derivar en la extemporaneidad de la demanda, 
cuestión que no está relacionada con las cargas procesales razonables que pueden exigirse 
a los gobernados para la correcta administración de justicia, ante la posibilidad de que bajo 
ciertas circunstancias no resulte fácil la determinación de la vía correcta. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 723/2018. Carlos Gracida Liceaga, su sucesión. 31 de octubre 
de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien indicó que está 
con el sentido pero por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019615  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.12o.C.25 K (10a.)  
 
AMPARO ADHESIVO. REGLAS FUNDAMENTALES QUE RIGEN EL DICTADO DE 
SENTENCIAS Y SU PROCEDENCIA. 
 
La finalidad del amparo adhesivo es resolver integralmente el asunto para evitar la 
prolongación de la controversia, siempre y cuando se cumpla con la condición de que se 
respeten la lógica y las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el dictado de 
las sentencias de amparo. Dichas reglas son: a) Que se siga el principio de mayor beneficio; 
b) Que las omisiones en las que incurra la autoridad responsable solamente puedan 
subsanarse si se trata de valoración de pruebas en que no rija el arbitrio judicial; c) Que se 
siga un principio de lógica en las sentencias de amparo consistente en que la autoridad 
haya ejercido su facultad de resolver pues, de lo contrario, no habría consideraciones que 
deban ser fortalecidas; y, d) Que cuando éstas existan y concluyan en un punto decisorio 
que perjudique, debe promoverse juicio de amparo principal y no adhesivo. Por otro lado, 
su procedencia se determina atento a que se cumpla con una de las dos hipótesis que 
establece el artículo 182 de la Ley de Amparo: 1) Que se trate de argumentos que 
fortalezcan (fortalecer: hacer más fuerte o vigoroso o confirmar, corroborar) las 
consideraciones vertidas en el fallo definitivo, es decir, que se den fundamentos de derecho 
y motivos fácticos adicionales a los que expuso la autoridad para darle la razón; o, 2) Que 
existan violaciones al procedimiento que pudieran afectar las defensas del adherente, 
trascendiendo al resultado del fallo. De lo que deriva que no se considera como 
fortalecimiento el análisis e interpretación de pruebas, pues esto excede ese propósito al 
plantear cuestiones que guardan relación con la pretensión y materia de la demanda de 
origen del juicio, y su estudio en el amparo adhesivo implicaría que se hiciera 
pronunciamiento sobre causas de pedir sin previo pronunciamiento, lo que daría al amparo 
adhesivo el alcance de sustituir plenamente a la autoridad en temas en los que no se 
hubiera ejercido su criterio jurídico. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 605/2017. Asociación Nacional de Ganaderos Lecheros, A.C. 26 de 
noviembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: 
Fernando Aragón González. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019608  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 15/2019 (10a.)  
 
ACCIÓN DE PAGO DE HONORARIOS DERIVADA DE UN CONTRATO DE 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES. PARA SU PROCEDENCIA, EL 
ACTOR DEBE EXHIBIR LA CÉDULA PROFESIONAL QUE ACREDITE ESTAR 
FACULTADO PARA EJERCER LA PROFESIÓN DE LICENCIADO EN DERECHO O 
ABOGADO U OTRAS EVIDENCIAS QUE GENEREN AL JUZGADOR LA CONVICCIÓN 
DE QUE SE LE EXPIDIÓ AQUÉLLA (SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
16/2005). 
 
La acción de pago de honorarios derivada del contrato de prestación de servicios 
profesionales tiene como elemento esencial que el actor esté autorizado para ejercer la 
profesión de licenciado en derecho o abogado, por lo que, para su procedencia, es 
necesario que acredite fehacientemente que tiene esa calidad, lo que debe probarse a 
través de la exhibición de la documental pública consistente en la cédula profesional o a 
partir de otros medios de prueba que generen en el juzgador la convicción de que se le 
expidió aquélla, como por ejemplo, la inscripción del profesionista en el "Sistema 
Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho, ante los Tribunales 
de Circuito y Juzgados de Distrito", o las evidencias que demuestren que fue reconocido 
por un juzgador como autorizado por una de las partes en un juicio de amparo, en términos 
del artículo 12 de la Ley de Amparo, previa acreditación de encontrarse legalmente 
autorizado para ejercer la profesión de licenciado en derecho o abogado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Solicitud de sustitución de jurisprudencia 6/2018. Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 
7 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019 para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario Número 19/2013, por lo que a partir de esas mismas fecha y 
hora, y con motivo de la resolución de la solicitud de sustitución de jurisprudencia 6/2018, 
ya no se considera de aplicación obligatoria la diversa 1a./J. 16/2005, de rubro: 
"HONORARIOS. LA ACCIÓN DE PAGO DERIVADA DE UN CONTRATO DE 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES, REQUIERE PARA SU 
PROCEDENCIA QUE EL ACTOR EXHIBA LA CÉDULA PROFESIONAL QUE ACREDITE 
SU CALIDAD DE LICENCIADO EN DERECHO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, página 290. 
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Tesis de jurisprudencia 15/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de veinte de febrero de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 08 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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MATERIA ADMINISTRATIVA 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019646  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XXV.4o.1 A (10a.)  
 
REVISIÓN FISCAL ADHESIVA. ANTE LO FUNDADO DE LOS AGRAVIOS QUE 
CUESTIONAN LA PROCEDENCIA DEL RECURSO PRINCIPAL, ES INNECESARIO EL 
ESTUDIO DE LOS QUE SE DIRIGEN AL FONDO DEL ASUNTO [APLICACIÓN 
ANALÓGICA DE LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA P./J. 69/97 Y 2a./J. 153/2012 (10a.)]. 
 
En las tesis de jurisprudencia citadas, emitidas por el Pleno y la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubros: "REVISIÓN ADHESIVA. CUANDO EN 
SUS AGRAVIOS SE PLANTEA LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE GARANTÍAS, 
ÉSTOS DEBEN ANALIZARSE PREVIAMENTE A LOS EXPRESADOS EN LA REVISIÓN 
PRINCIPAL." y "REVISIÓN ADHESIVA. QUIEN LA HACE VALER PUEDE EXPRESAR 
AGRAVIOS RELATIVOS A LA PROCEDENCIA DE LA PRINCIPAL.", respectivamente, se 
determinó que a pesar de la naturaleza accesoria de la revisión adhesiva en el amparo, los 
argumentos que en ésta se formulen para evidenciar la improcedencia del recurso principal 
son de estudio preferente. En estas condiciones, lo fundado de dichos agravios genera que 
también lo sea la propia revisión adhesiva, pues no es factible declararla sin materia como 
consecuencia de la improcedencia de la principal si, precisamente, mediante el análisis de 
los agravios propuestos en aquélla se arribó a esa conclusión, y tampoco es viable 
escindirla, esto es, declararla fundada respecto de la procedencia del medio de 
impugnación y sin materia en cuanto al fondo, pues ello implicaría dividir la continencia de 
la causa recursal. Por tanto, al aplicar por analogía los criterios mencionados al recurso de 
revisión fiscal, se concluye que, ante lo fundado de los agravios formulados en la vía 
adhesiva que cuestionan la procedencia del principal, es innecesario el estudio de los que 
se dirigen al fondo del asunto. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
147/2018. Administradora Desconcentrada Jurídica de Durango "1", en representación del 
Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria 
y del Subadministrador Desconcentrado de Auditoría Fiscal de Durango "1". 31 de enero 
de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Susana Magdalena González Rodríguez. 
Secretario: David Antonio Mendoza Fuentes. 
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 69/97 y 2a./J. 153/2012 (10a.) citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
VI, septiembre de 1997, página 117 y Décima Época, Libro XV, Tomo 1, diciembre de 2012, 
página 834. 
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Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación 
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MATERIA PENAL 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019633  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XVII.1o.P.A.86 P (10a.)  
 
INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. LA PRUEBA QUE SE 
EXTRAIGA DE UN TELÉFONO MÓVIL Y SU MICROCHIP O LA QUE DERIVE DE ÉSTA, 
DEBE SER CONSIDERADA ILÍCITA Y NO PODRÁ SER TOMADA EN CUENTA EN 
CONTRA DEL DETENIDO CUANDO A PESAR DE ESTAR JUDICIALIZADA LA 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN, NO SE CUENTA CON AUTORIZACIÓN JUDICIAL. 
 
Al Ministerio Público competen la conducción y el mando de la investigación de los delitos 
y entre sus obligaciones se encuentran: (i) vigilar que en toda investigación se cumpla 
estrictamente con los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea Parte; (ii) solicitar al órgano jurisdiccional la autorización de actos de investigación y 
demás actuaciones que sean necesarias dentro de ésta; (iii) ordenar o supervisar, según 
sea el caso, la aplicación y ejecución de las medidas necesarias para impedir que se 
pierdan, destruyan o alteren los indicios, una vez que tenga noticia de ellos; (iv) cerciorarse 
de que se han seguido las reglas y protocolos para su preservación y procesamiento; (v) 
iniciar la investigación correspondiente cuando así proceda y, en su caso, ordenar la 
recolección de indicios y medios de prueba que deberán servir para sus respectivas 
resoluciones y las del órgano jurisdiccional; (vi) recabar los elementos necesarios que 
determinen el daño causado por el delito y su cuantificación, para los efectos de su 
reparación; y, (vii) actuar en estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, 
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución. En otro aspecto, de acuerdo con el criterio de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación establecido en la jurisprudencia 1a./J. 115/2012 (10a.), de 
título y subtítulo: "DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES 
PRIVADAS. SU ÁMBITO DE PROTECCIÓN SE EXTIENDE A LOS DATOS 
ALMACENADOS EN EL TELÉFONO MÓVIL ASEGURADO A UNA PERSONA DETENIDA 
Y SUJETA A INVESTIGACIÓN POR LA POSIBLE COMISIÓN DE UN DELITO.", si se trata 
de comunicaciones privadas, todas las formas existentes de comunicación y aquellas que 
sean fruto de la evolución tecnológica, deben protegerse por el derecho fundamental a su 
inviolabilidad; de ahí que si conforme a los artículos 1o. de la Constitución Federal, y 1, 
numeral 1 y 63, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, todas 
las autoridades se encuentran obligadas a cumplir con el mandato constitucional y 
convencional de respeto y garantía de los derechos humanos, el Ministerio Público debe 
solicitar una orden judicial, en los términos descritos en el artículo 16 constitucional, para 
extraer la información (imágenes, videos, registros de mensajes de texto, de voz, de 
llamadas realizadas y recibidas, correos electrónicos, etcétera) contenida en un equipo 
telefónico y su microchip asegurados, a pesar de que ya esté judicializada la carpeta de 
investigación, porque esa información está catalogada como privada y es objeto de 
protección por el derecho de inviolabilidad de las comunicaciones privadas, incluso de las 
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personas detenidas y sujetas a investigación por la posible comisión de un delito y, por 
ende, si esa actividad de búsqueda y obtención de información se realiza sin la autorización 
judicial correspondiente, se vulnera el derecho fundamental de legalidad. Así, cualquier dato 
de prueba que se extraiga de esos dispositivos sin autorización judicial, o los que deriven 
de éstos, deben considerarse ilícitos y no podrán tomarse en cuenta en perjuicio del 
detenido.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 608/2018. 15 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Martín Hernández Simental. Secretaria: Rosalba Salazar Luján. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 115/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, 
febrero de 2013, página 431. 
 
En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa aislada 1a. 
CCCXXV/2015 (10a.), de título y subtítulo: "COMUNICACIONES PRIVADAS. DEBE 
EXISTIR UNA AUTORIZACIÓN JUDICIAL PARA INTERVENIRLAS, AUN EN CASOS DE 
INVESTIGACIÓN SOBRE DELINCUENCIA ORGANIZADA.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo I, 
noviembre de 2015, página 960. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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ORDEN DE APREHENSIÓN. REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBE CONTENER LA 
CONSTANCIA EMITIDA POR EL JUEZ DE CONTROL PARA LOGRAR SU EJECUCIÓN. 
 
La orden de aprehensión para su emisión, conforme al nuevo sistema de justicia penal, 
requiere de datos que establezcan que se cometió un hecho señalado por la ley como delito 
y que existe la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión, ya 
que el objetivo es poner al detenido a disposición del juez de control para que el Ministerio 
Público formule imputación y exprese los datos de prueba correspondientes, a fin de que 
se dicte el auto de vinculación a proceso y se formalice la investigación. Así, para que se 
pueda llevar a cabo la ejecución de la orden de detención, es necesario que el juez de 
control proporcione a los elementos aprehensores una constancia que contenga los puntos 
resolutivos de la determinación que emitió de manera oral, así como copia del audio y video 
de la audiencia relativa, que les permita identificar plenamente al gobernado y que éste 
pueda imponerse adecuadamente de la decisión que afecta su derecho a la libertad 
personal, por tanto, los requisitos mínimos que debe contener la aludida constancia son los 
siguientes: a) el nombre y apellidos de la persona que se pretende detener; b) la causa 
penal instruida por su probable participación en la comisión de un hecho que la ley señala 
como delito, previsto y sancionado en el ordenamiento sustantivo aplicable; c) el juez de 
control que la pronunció y d) la fecha en que se expidió. Con tales elementos se otorgará 
certeza y seguridad jurídica al particular, y se asegurará la prerrogativa de defensa contra 
una detención que no cumpla con la exigencia constitucional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1090/2017. José Antonio Alvara Ponce. 6 de junio de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 


